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Concepto en el sentido de precisar si una Unión Temporal conformada entre una sociedad comercial de responsabilidad limitada y una cooperativa  de vigilancia y seguridad privada  que en una contratación con el Estado oferte algunos items o conceptos con las tarifas preferenciales derivadas de las prerrogativas otorgadas  por el artículo 2º parágrafo 2 del Decreto 073 de 2002, está incurriendo en la conducta proscrita en el artículo 6º numeral 2º de la ley 79 de 1988.

Previo a cualquier pronunciamiento por parte de esta Oficina, conviene precisar que por mandato constitucional, corresponde al Presidente de la República ejerce por conducto de la Superintendencia de la Economía Solidaria las funciones de la inspección, vigilancia y control sobre las entidades que conforman la economía solidaria, que no se encuentran sometidas a la supervisión especializada del Estado. (Ley 454 de 1998, artículo 34)

Valga aclarar, que tienen el carácter de organizaciones de la economía solidaria, según lo previsto en el parágrafo 2º. del artículo 6º. entre otras: las cooperativas, los organismos de segundo y tercer grado que agrupen cooperativas u otras formas asociativas y solidarias, las precooperativas, fondos de empleados, asociaciones mutualistas y empresas de servicios en las formas de administraciones públicas cooperativas.

La Superintendencia de la Economía Solidaria, en su carácter de autoridad técnica de supervisión desarrolla su gestión, encaminada fundamentalmente a alcanzar los siguientes objetivos:

· Ejercer el control, la inspección y vigilancia, sobre las entidades que cobija su acción para asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias y de las normas contenidas en sus propios estatutos.

· Proteger los intereses de los asociados de las organizaciones de la economía solidaria, de los terceros y de la comunidad en general.

· Velar por la preservación de la naturaleza jurídica de las entidades sometidas a su supervisión, en orden a hacer prevalecer sus valores, principios y características esenciales.

· Vigilar la correcta aplicación de los recursos de estas entidades, así como  la debida utilización de las ventajas normativas a ellas otorgadas.

· Supervisar el cumplimiento del propósito socioeconómico no lucrativo que ha de guiar la organización y funcionamiento de las entidades vigiladas.

De otra parte, según las voces del numeral 15, artículo 36 de la Ley 454 de 1998 precisa. 

“Son facultades de la Superintendencia de la Economía Solidaria para el logro de sus objetivos:

“(...)

“15. Absolver las consultas que se formulen en asuntos de su competencia”.

A su vez, el inciso primero, numeral 1º, Capítulo Tercero, Título Cuarto de la Circular Básica Jurídica, consagra:

“Consultas.

“1. Procedencia. La Superintendencia de la Economía Solidaria resolverá las consultas, escritas o verbales, relacionadas con las funciones a su cargo, sin perjuicio de lo que dispongan normas especiales.”

Precisado el ámbito de competencia de esta Superintendencia, es dable puntualizar que la Superintendencia de Vigilancia, creada por e Decreto 356 de  1994, es el órgano gubernamental competente para ejercer la supervisión de las empresas que prestan los servicios de vigilancia y seguridad privada, dentro de las cuales se encuentran las empresas reguladas por el Estatuto Mercantil (Anónima, Ltda., etc.) y las empresas cooperativas.

Del marco normativo expuesto en precedencia se colige que el concepto por usted solicitado desborda el ámbito de competencia atribuido por el legislador a esta agencia estatal de control, como quiera que no le está otorgada en forma expresa la facultad de ejercer las funciones de supervisión sobre las empresa y cooperativas que prestan los servicios de vigilancia y seguridad

No obstante lo anterior, y a título meramente ilustrativo le manifestamos que en relación con las prohibiciones señaladas por el legislador tanto a las cooperativas  como a las organizaciones de la economía, contempladas en la Ley 79 de 1988 y la Ley 454 de 1998, tenemos que el artículo 6º de la Ley 79 de 1988  prevé:

“A ninguna cooperativa le será permitido:

“2. Establecer con sociedades o personas mercantiles, combinaciones o acuerdos que hagan participar a éstas, directa o indirectamente, de los beneficios o prerrogativas que las leyes otorgan a las cooperativas”.

A su vez, la Ley 454 de 1998, artículo  13 numeral 2º prevé:

“A ninguna persona jurídica sujeta a la presente ley, le será permitido:

“2. Establecer con sociedades o personas mercantiles, convenios, combinaciones o acuerdos que hagan participar a éstas, directa o indirectamente, de los beneficios o prerrogativas que las leyes otorguen a las cooperativas y demás formas asociativas y solidarias de propiedad”

Como se observa de la normatividad transcrita, fácil es concluir que por expresa disposición del legislador, existe prohibición tanto para las cooperativas como para todas las organizaciones d economía solidaria prevista en el parágrafo del artículo 6º. de la Ley 454 de 1998, establecer con personas mercantiles convenios, combinaciones o acuerdos en que éstas participen directa o indirectamente de los beneficios y prerrogativas reservados por la ley a las cooperativas y demás formas asociativas solidarias.

De otra parte, tenemos que la Ley 80 de 1993, denominado Estatuto General de la Contratación Administrativa, prevé la posibilidad de conformar consorcios o uniones temporales para presentar propuesta en los procesos de contratación que adelantan las entidades estatales señaladas en el artículo 2º, numeral 1, literales a y b, sin precisar o puntualizar qué tipo de empresas se pueden consorciar o unir temporalmente para ofertar.

Vale la pena resaltar que la diferencia entre una y otra – consorcio y unión temporal- estriba  en las obligaciones que se derivan tanto de la presentación de la propuesta como del contrato que se celebre y en los alcances de la potestad sancionatoria que puede recaer sobre uno u otro modelo de asociación en un eventual caso de incumplimiento.

En el caso del consorcio debe tenerse presente que responden solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas tanto de la propuesta como del contrato y en consecuencia las eventuales sanciones afectan a todos los miembros que lo conforman, mientras que en la unión temporal, se responde solidariamente por el cumplimiento total de la propuesta y del objeto del contrato, pero en el evento de ser sancionado por incumplimiento, ésta se impone de acuerdo con la participación en la ejecución de cada no de los miembros de la unión temporal.

En ese orden de ideas, y si se tiene en cuenta las prerrogativas y privilegios de que gozan las organizaciones solidarias, podría deducirse la inviabilidad de que éstas se asocien en consorcio o unión temporal con empresas comerciales para celebrar contratos con entidades estatales, pues para nadie es desconocido que éstas buscan utilidades movidas por su ánimo de lucro, lo que las hace diferentes sustancialmente a las organizaciones de la economía solidaria, que se basan y se construyen sobre principios y valores, especialmente de autoayuda, de done se predica que uno para todos y todos para uno, buscando satisfacer necesidades pre-existentes del grupo que se asocia.

Finalmente, no puede perderse de vista que el artículo 11 de la ley 79 de 1988, considera viable la asociación de cooperativas con entidades de otra naturaleza jurídica, siempre que sea conveniente para el cumplimiento de su objeto social y de sus fines, pero sin que se desvirtúe su propósito de servicio, ni el carácter no lucrativo de sus actividades.
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